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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 323/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********.**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE CATASTRO DEL AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veintidós de marzo de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 323/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciocho de marzo de dos mil veinte, compareció el C. **********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución con número de oficio ********** de **********, signado por la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, mediante la cual se da respuesta al escrito presentado el **********.

II.- Por acuerdo de dieciocho de marzo de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas del diez de noviembre del mismo año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y XI, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, mediante la emisión de la respuesta recaída a la solicitud formulada por el hoy actor en materia de empadronamiento catastral municipal, respecto de la cual sostiene la ilegalidad de su contenido.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado queda plenamente demostrado con el documento que corre agregado a folios 017 y 018 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho **********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentra directamente dirigido al C. **********, mediante el cual la autoridad demandada da respuesta al escrito presentado por el hoy actor el 14 de febrero de 2020, respecto de la cual sostiene la ilegalidad de su contenido; es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto impugnado, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. **********, en su calidad de Titular de la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a folio 049 del expediente en que se actúa.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 04 al 08 del expediente en que se actúa, así como los correlativos de ampliación a folios 067 al 075, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Bajo esa tesitura, se tiene que el C. **********, Titular de la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro Municipal del Ayuntamiento al momento de producir su contestación de demanda, manifiesta que tomando en consideración que “…actualmente ya no existe el acto de autoridad impugnada(sic), es que deberá decretarse el sobreseimiento en el presente juicio”, toda vez que la signante del oficio combatido la C. **********, se ostentó como Directora de Catastro del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien realmente tiene el cargo de Subdirectora de Catastro Municipal, por lo que mediante acuerdo administrativo de **********, declaró la nulidad(sic) de la determinación administrativa contenida en el oficio ********** de **********, ordenando se turnara la petición de mérito y documentos anexos a la referida Dirección a fin de resolver la misma. De lo anterior, se colige que la autoridad refiere haber dejado sin efectos el acto que se impugna y solicita el sobreseimiento del juicio, lo que, en su caso, actualizaría la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Al respecto, la parte actora sostiene en su escrito de ampliación a la demanda, que el presente juicio no debe sobreseerse en los términos planteados por la autoridad demandada, toda vez que de conformidad con lo dispuesto en el párrafo quinto del artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado; aunado a que en el acuerdo administrativo en cuestión, no se citó el fundamento que faculta al C. **********, para revocar el acto impugnado sin resolver lo peticionado por el promovente.
En ese sentido, en el escrito presentado por el hoy actor ante la autoridad demandada el **********, se advierte lo siguiente:

“Por medio del presente escrito, con apoyo en los Artículos 1°, 8°, 14, 16, 17 y 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 94 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y el Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dado que se ha verificado el título de propiedad del suscrito respecto del bien inmueble ubicado en el punto conocido como **********, con una superficie de ********** (**********metros cuadrados), al haberse demostrado mediante la resolución judicial firme dictada por el C. Juez ********** del Ramo Civil del Primer Distrito Judicial dentro del Expediente No. **********, Juicio Extraordinario Civil promovido por el suscrito en contra del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez y Codemandado, vengo a solicitar que el citado bien inmueble, ubicado dentro del territorio de ese H. Municipio, sea inscrito en el Padrón Catastral Municipal, para lo cual me permito señalar las características físicas de ubicación en el formato que para tal efecto estableció esa Dirección de Catastro Municipal, como lo previene el artículo 94 de la ley de la materia.

Mi atenta petición además, con fundamento en los artículos 73, 76, 78 fracción I, 94, 95, 96, 110 y 111 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.”
De igual manera, en el apartado denominado “PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN JUICIO” del escrito de demanda, se advierte que el impetrante demanda “La declaración de nulidad de la resolución definitiva emitida con fecha ********** (…), a efecto de que la autoridad demandada dicte nueva resolución acorde a lo peticionado por el suscrito y proceda a la inscripción del inmueble de mi propiedad en el Padrón Catastral Municipal.”

De esa guisa, se colige que la pretensión de la parte actora en el juicio, consiste sustancialmente en que la autoridad demandada proceda a la inscripción del inmueble materia de la petición en el Padrón Catastral Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez.
En ese orden de ideas, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues si bien la autoridad demandada mediante el acuerdo administrativo de **********, pretendió dejar sin efectos el oficio ********** de **********, en el que se negó al hoy demandante la inscripción del multicitado inmueble en el Padrón Catastral Municipal; también cierto lo es, que no determinó dejar sin efecto el referido acto impugnado con el fin de realizar el empadronamiento catastral solicitado, por ende, es inconcuso que no queda satisfecha la pretensión de la parte actora de que se realice el multicitado registro catastral. Razón por la cual, debe continuarse con el juicio de nulidad, pues estimar lo contrario, se causaría un perjuicio al enjuiciante al omitir atender a lo efectivamente pedido en su demanda conforme a los conceptos de impugnación y que de resultar fundados, se colmaría su pretensión en cuestión.
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 156/2008, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Registro digital: 168489

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 156/2008

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Noviembre de 2008, página 226

Tipo: Jurisprudencia

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 9o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, SE ACTUALIZA CUANDO LA REVOCACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO SATISFACE LA PRETENSIÓN DEL DEMANDANTE. De acuerdo con el criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades no pueden revocar sus actos si en ellos se otorgan beneficios a los particulares, pues en su caso procede el juicio de lesividad. Asimismo, la autoridad competente podrá revocar sus actos antes de iniciar el juicio de nulidad o durante el proceso. En el primer supuesto, será suficiente que la revocación extinga el acto administrativo impugnado, quedando la autoridad, en algunos casos, en aptitud de emitirlo nuevamente; en cambio, si la revocación acontece una vez iniciado el juicio de nulidad y hasta antes del cierre de instrucción, para que se actualice la causa de sobreseimiento a que se refiere el precepto indicado es requisito que se satisfaga la pretensión del demandante, esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado. De esta manera, conforme al precepto indicado, el órgano jurisdiccional competente del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, previo al sobreseimiento del juicio de nulidad, debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, pues de otro modo deberá continuar el trámite del juicio de nulidad. Lo anterior es así, toda vez que el sobreseimiento en el juicio de nulidad originado por la revocación del acto durante la secuela procesal no debe causar perjuicio al demandante, pues estimar lo contrario constituiría una violación al principio de acceso a la justicia tutelado por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Contradicción de tesis 142/2008-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. 8 de octubre de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Bertín Vázquez González.

Tesis de jurisprudencia 156/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de octubre de dos mil ocho.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan otras causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- En el apartado denominado “CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN” del escrito de demanda, el actor sustancialmente arguye que el acto impugnado, es ilegal, toda vez que transgrede en su perjuicio lo dispuesto por el artículo 165, fracciones I, II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 16 de la Constitución Federal y 73, 78, fracción I y 94 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo siguiente:
“(…)

En la citada resolución, la autoridad demandada no señala cuál es el monto ni la extensión de tiempo del impuesto al que alude; tampoco expresa las causas, motivos, razones o circunstancias por las cuales el suscrito debe cubrir los impuestos del total de la superficie registrada que se generaron a cargo de quien aparece como propietario de dicha extensión y no del suscrito ni el ordenamiento y precepto legal que así lo establezca.

La autoridad demandada no tomó en cuenta que la intensión de solicitar el registro del bien inmueble de mi propiedad en el Catastro Municipal es precisamente para llevar a cabo el pago de las contribuciones e impuestos correspondientes a la extensión de superficie de tierra que, me pertenece.

En la citada resolución la autoridad demandada no expresa las razones de hecho y de derecho por las cuales el suscrito deba pagar derechos de licencia de subdivisión, sobre todo que el suscrito no ha hecho ni está haciendo división alguna, aunado a que en el juicio a que hace alusión en su resolución la autoridad demandada, al comparecer ésta a contestarla demanda jamás señaló que existiera alguna división o que estuvieran pendiente el pago de dichos derechos, impuestos o contribuciones; tampoco señala cuál es el monto y cuándo se generaron dichos derechos, lo cual es menester tanto para que el gobernado conozca la causa generadora como a efecto de determinar si los mismos han prescrito; lo mismo ocurre con los "trámites complementarios" a los que alude la autoridad demandada.

El suscrito solicitó la inscripción en el Padrón Municipal del bien inmueble de mi propiedad no el otorgamiento de licencia o autorización para fraccionar, subdividir, relotificar o fusionar un bien inmueble, de ahí que no resultan aplicables los artículos 100 y 118, fracción III, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

La sentencia ejecutoria dictada en el Juicio Extraordinario Civil No. ********** dictada por el C. Juez ********** del Ramo Civil no señala que deba desprenderse una superficie de otra ni implica subdivisión alguna, dado que la materia de la misma fue, por una parte, el otorgamiento de escritura pública y por otra la inscripción en el padrón de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., sin que el Ayuntamiento al contestar la demanda haya opuesto como excepción o reconvenido la existencia de alguna subdivisión o el pago de impuestos y derechos generados por dicha subdivisión a los que alude en la resolución cuya nulidad se solicita, sobre todo que en ésta no señala la autoridad demandad(sic) cuándo y cómo aconteció, a efecto de determinar si esta existió y computar el plazo de prescripción negativa correspondiente.

El suscrito jamás se ha adjudicado ninguna superficie como pretende la autoridad demandada, sino que celebré un contrato de compraventa sobre un inmueble determinado, el cual solicité a la autoridad demandada su inscripción en el Catastro Municipal a efecto de cubrir los derechos e impuestos correspondientes a dicha extensión de tierra a partir de la fecha de adquisición del mismo, sin que dicha operación de compraventa requiera de contar con permiso por parte de la autoridad municipal como refiere la autoridad demandada.

La circunstancia de que las leyes sean de orden público no implica que éstas puedan aplicarse arbitrariamente, sino que para ello se requiere que se actualicen las hipótesis normativas previstas en las mismas, lo que no ocurre en la especie; y contrario a lo que sostiene la autoridad responsable, si en el juicio de referencia la autoridad no hizo valer las excepciones y defensas que tenía para oponerse a la inscripción del inmueble de mi propiedad en el registro catastral, ha precluido su derecho para hacerlo, por mandato del Artículo 17 de la Constitución Federal.

Cabe precisar que, si la codemandada en el aludido juicio extraordinario civil y vendedora del actual inmueble de mi propiedad, adeuda el pago de derechos e impuestos sobre los bienes inmuebles de su propiedad ubicados dentro de la jurisdicción del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., es algo que no puede perjudicar al suscrito, pues quien tiene la obligación de su pago es esa persona y no el suscrito, por lo que no tengo por qué pagar deudas ajenas.

Por lo que es claro que la resolución cuya nulidad se demanda no se encuentra y debidamente fundada y motivada, y viola el principio de congruencia, al no ser acorde a la petición del suscrito, por lo que debe declararse procedente la acción ejercitada. Sirve de yo la jurisprudencia firme que a continuación se transcribe:

(Se transcribe)
Posteriormente se limita la autoridad demandada a transcribir el contenido de los artículos 75 fracción VII, 80 fracción IV, y 99 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como del artículo 30 del Código Fiscal del Estado, siendo ayuno de motivación respecto de cada uno de dichos preceptos, para luego afirmar:

En ese sentido es necesario que previo a ingresarse el trámite de alta de las claves catastrales por subdivisión ante la ventanilla de trámites de ésta oficina, deberá solicitarse el permiso en materia de desarrollo urbano y realizarse el pago de los derechos correspondientes así como del impuesto predial; esto sin perjuicio de realizar los trámites complementarios que a efecto de expedirse el protocolo deba llevar a cabo primeramente y que se encuentren relacionados a mantener la actualización de la información en el padrón catastral, esto con la finalidad también de realizar los trabajos técnicos como se prevé por el numeral 81 y sus fracciones de la Ley en la materia catastral.

En esta parte de la resolución es patente no sólo la falta de congruencia, sino de fundamentación y motivación suficiente, ya que el suscrito jamás promovió trámite de subdivisión alguna sino de matriculación en el catastro, por lo que no requiero del permiso y pagos a los que alude la autoridad demandada.

Luego la autoridad demandada se limita a enunciar el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; los artículos 1°, 51, 52 y 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y los artículos 76, 80 fracción I, 102, 110 y 120 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí y sus Municipios, sin expresar consideración alguna y sin preocuparse de analizar todos y cada uno de sus elementos normativos y su relación con los hechos que integran el caso que le fue propuesto, lo que conlleva una indebida fundamentación y motivación; esto es así ya que, para que un acto de autoridad se considere debidamente fundado y motivado, debe contener la expresión, con precisión de las(sic) del precepto o preceptos legales aplicables y el señalamiento, también con precisión, de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, requiriéndose además la debida adecuación entre los motivos argumentados y las normas aplicables para que se estime configurada la hipótesis indicada.

Sirve de apoyo a lo aquí sustentado, la jurisprudencia que a continuación se transcribe:

(Se reproduce)

La autoridad demandada no tomó en cuenta lo dispuesto por los artículos 94, 95 y 96 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que establecen:

(Se transcriben)

El artículo 94 transcrito, en su párrafo primero, sólo exige exhibir el título de propiedad correspondiente y señalar las características físicas de ubicación para ser inscritos en el Padrón Catastral Municipal, con lo cual cumplió el suscrito, pues inclusive se exhibió la resolución judicial firme correspondiente del inmueble; en tanto el artículo 95 establece que al inscribirse un inmueble en el aludido Padrón, se le asignará una Clave Catastral Única de Identificación de Predio; y por su parte el artículo 96 señala que la solicitud debe ser presentada por el propietario, anexando copia del título de propiedad, con lo que también se cumplió; por lo que no existe impedimento legal alguno para proceder a la inscripción solicitada, comprometiéndome a cubrir el pago de derechos y elaboración de planos que se generen, siempre y cuando corresponda a mi inmueble y no a inmuebles ajenos o a una extensión mayor a la que en realidad tiene, así como al pago de impuestos que se hayan generado a partir de la fecha de que soy propietario del inmueble, previa cuantificación por parte de la autoridad municipal, lo cual no a(sic) ocurrido a la fecha, por lo que no estoy obligado a lo imposible.

En estas condiciones, del análisis al material probatorio, se concluye que la resolución que se reclama, es ineficaz, porque no cumple con los requisitos de fundamentación y motivación, por lo que debe declararse su nulidad lisa y llana, para el efecto de que la demandada dicte nueva resolución acorde a lo peticionado por el suscrito y proceda a la inscripción del inmueble de mi propiedad en el Padrón Catastral Municipal.”
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez del acto impugnado.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que los conceptos de impugnación en estudio son por una parte  inoperantes y por otra parte parcialmente fundados, pero suficientes para provocar la nulidad del acto impugnado de conformidad con lo siguiente:

Conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

En ese sentido, se reitera, en el escrito de petición presentado por el hoy actor ante la autoridad demandada el **********, se advierte lo siguiente:

“Por medio del presente escrito, con apoyo en los Artículos 1°, 8°, 14, 16, 17 y 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 94 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y el Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dado que se ha verificado el título de propiedad del suscrito respecto del bien inmueble ubicado en el punto conocido como **********, con una superficie de **********m2 (**********cuadrados), al haberse demostrado mediante la resolución judicial firme dictada por el C. Juez ********** del Ramo Civil del Primer Distrito Judicial dentro del Expediente No. **********, Juicio Extraordinario Civil promovido por el suscrito en contra del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez y Codemandado, vengo a solicitar que el citado bien inmueble, ubicado dentro del territorio de ese H. Municipio, sea inscrito en el Padrón Catastral Municipal, para lo cual me permito señalar las características físicas de ubicación en el formato que para tal efecto estableció esa Dirección de Catastro Municipal, como lo previene el artículo 94 de la ley de la materia.

Mi atenta petición además, con fundamento en los artículos 73, 76, 78 fracción I, 94, 95, 96, 110 y 111 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.”
Bajo esa tesitura, se tiene que el hoy actor en su escrito de fecha **********, solicitó a la autoridad demandada realizara la inscripción del inmueble ubicado en el punto conocido como "**********",**********, **********, con una superficie de **********m2, en el Padrón Catastral Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, en virtud de haberse “verificado el título de propiedad” a su favor, mediante la resolución judicial firme dictada por el C. Juez ********** del Ramo Civil del Primer Distrito Judicial dentro del Expediente No. ********** (Juicio Extraordinario Civil), promovido por el hoy actor en contra del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez y Codemandado.
Así, es menester conocer la respuesta recaída a la petición de mérito, contenida en el oficio número ********** de **********, el cual dispone:
“Atento a su escrito presentado en fecha **********, se le informa lo siguiente:

Referente a las constancias que se adjuntan y las que se derivan del juicio ********** seguido ante el Juzgado ********** del Ramo Civil con sede en la capital del Estado y a la resolución recaída, es importante señalar que ésta Autoridad Catastral no niega el sentido de la misma, la que se constriñe al objeto de la demanda y que se especifica en el considerando segundo de la sentencia, siéndolo la firma de escrituras; por lo que los trabajos técnicos catastrales que implica y que se desarrollen ante la Oficina a mi cargo se apegarán en su momento a esa determinación. No obstante, es necesario explicar que la resolución no es extensiva a fin de que se genere la exención del impuesto que debió liquidarse ante la Tesorería del H. Ayuntamiento del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez por concepto del impuesto predial correspondiente a la totalidad de su superficie registrada y de los derechos que conlleva la expedición de la licencia de subdivisión por parte de la Autoridad municipal en materia de desarrollo urbano y trámites complementarios, como lo es por ejemplo el avalúo que al efecto debe otorgarse por este departamento catastral de conformidad a los artículos 100 y 118 fracción III de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y el alta de las claves catastrales conforme a la licencia que se emita; ya que acorde a lo manifestado en juicio, debe desprenderse de la superficie primordial que es de ********** m2 un área de ********** m2, lo que implica tal subdivisión; asimismo la ausencia del permiso correspondiente no implica la falta de regularización en ese tenor de acuerdo al artículo 102 de la Ley en cita.

De igual manera robusteciendo lo explicado con antelación es necesario advertir que en caso de desprenderse por ésta Autoridad Catastral la superficie adjudicada sin mediar el permiso correspondiente y los trámites que conlleva además de la liquidación del impuesto predial que aún representa la totalidad del predio, esto significaría una contravención a las leyes en materia fiscal y hacendaria municipal, así como en materia de catastro y desarrollo urbano, las cuales son de orden público, sea esto expresado o no en juicio, destacando independientemente a ello que en juicio no se reclamó prestación alguna que soportara el pago de las contribuciones municipales devengadas por la subdivisión y enajenación del resto que se desprende ante el padrón catastral por parte de la vendedora, lo que tampoco se alude en la sentencia.

En lo que corresponde a la aplicación de las normas por parte de esta Autoridad Catastral se advierte entre otras disposiciones lo preceptuado por la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí:

“Artículo 75 (…).
…

VII. (Se transcribe).

“Artículo 80 (…).

…

IV. (Se transcribe).

“Artículo 99 (Se transcribe).

Por último es necesario observar lo dispuesto por el numeral 30 del Código Fiscal del Estado.
(Se transcribe)

En ese entendido es necesario que previo a ingresarse el trámite de alta de las claves catastrales por subdivisión ante la ventanilla de trámites de ésta oficina, deberá solicitarse el permiso en materia de desarrollo urbano y realizar el pago de los derechos correspondientes así como el del impuesto predial respectivo; esto sin perjuicio de realizar los trámites complementarios que a efecto de expedirse el protocolo deberá llevar a cabo primeramente y que se encuentren relacionados a mantener la actualización de la información en el padrón catastral, eso con la finalidad también de realizar los trabajos técnicos como se prevé por el numeral 81 y sus fracciones de la Ley en la materia catastral.

Lo anterior además de conformidad a los artículos 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, 1°, 51, 52, 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios también de dicha Entidad y 76, 80 fracción I, 102, 110 y 120 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado del mismo nombre y sus Municipios.”
De la transcripción anterior, se advierte que la autoridad demandada en atención al escrito de petición mérito y en relación a las constancias adjuntas al mismo, en particular, con la sentencia dictada en el juicio ********** del índice del Juzgado ********** del Ramo Civil con sede en esta capital, sostuvo que si bien no pasó inadvertido el sentido de la referida sentencia relativo a la firma de escrituras, por lo que, en su momento, los trabajos técnicos catastrales que implica y que se desarrollaran ante dicha dependencia se apegaran a esa determinación; no menos es verdad, que tal resolución no generó la exención en el pago de:

1) Impuesto predial correspondiente a la totalidad de su superficie registrada y que debió liquidarse ante la Tesorería del H. Ayuntamiento del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez;

2) Derechos que conlleva la expedición de licencia de subdivisión por parte de la Autoridad municipal en materia de desarrollo urbano; y 

3) Trámites complementarios, como lo es por ejemplo, el avalúo que al efecto debe otorgarse por ese departamento catastral de conformidad a los artículos 100 y 118, fracción III de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y el alta de las claves catastrales conforme a la licencia que se emita.
Asimismo, que conforme a lo manifestado en el citado juicio, debe desprenderse de la superficie primordial de ********** m2 un área de ********** m2, lo que implica una subdivisión; aunado a que la ausencia del permiso correspondiente no implicaba la falta de regularización de acuerdo con el artículo 102 de la Ley en cita.
De igual manera señaló la autoridad que, incluso, en el caso de desprenderse la superficie adjudicada (********** m2), sin mediar el permiso correspondiente y los trámites que conlleva, además de la liquidación del impuesto predial que aún representa la totalidad del predio (********** m2), ello significaría una contravención a las leyes en materia fiscal y hacendaria municipal, así como en materia de catastro y desarrollo urbano, las cuales son de orden público, sea esto expresado o no en juicio; máxime que en el juicio en cuestión, no se reclamó prestación alguna que soportara el pago de las contribuciones municipales devengadas por la subdivisión y enajenación del resto que se desprende ante el padrón catastral por parte de la vendedora, lo que tampoco se alude en la sentencia, fundamentando lo anterior en los artículos 75, fracción VII, 80, fracción IV y 99 Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Por lo antes expuesto, la autoridad demandada en el acto impugnado que nos ocupa, determinó que era necesario previo a ingresar el trámite de alta de las claves catastrales por subdivisión ante la ventanilla de trámites de esa autoridad, solicitar el permiso en materia de desarrollo urbano y realizar el pago de los derechos correspondientes, así como por concepto de impuesto predial respectivo; esto sin perjuicio de realizar los trámites complementarios que a efecto de expedirse el protocolo deberá llevar a cabo primeramente y que se encuentren relacionados a mantener la actualización de la información en el padrón catastral, eso con la finalidad también de realizar los trabajos técnicos como se prevé en el numeral 81 y sus fracciones de la Ley de la materia catastral; lo anterior, también con fundamento en los artículos 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, 1°, 51, 52, 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios también de dicha Entidad y 76, 80 fracción I, 102, 110 y 120 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado del mismo nombre y sus Municipios.

Aunado a lo anterior, en la sentencia ejecutoriada emitida el  **********,**********en el expediente número ********** del índice del Juzgado ********** del Ramo Civil con sede en esta capital –visible en autos a folios 019 a 028-, misma que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público; la cual se hace referencia tanto en el escrito de petición en cuestión, como en la respuesta recaída al mismo, en lo que interesa, se consigna:

“RESULTANDO:

ÚNICO: Mediante escrito recibido en este Juzgado el **********, **********, ocurrió ante esta Autoridad, a demandar a la (…), en la Vía**********, concretando su acción a las siguientes prestaciones: (…) B).- El tiraje de la Escritura Pública correspondiente y se le abra partida y su inscripción en el Registro Público de la Propiedad y/o Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí por el Notario Público que se designe por el actor. (…)

…

CONSIDERANDO

…

CUARTO: La parte actora (…) expone sustancialmente que el (…), con el carácter de comprador, adquirió por la cantidad de (…), de la señora (…), en su carácter de vendedora, el inmueble localizado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de **********(…). Argumenta que dicho inmueble forma parte de uno mayor de ********** (…) el cual adquirió a la Señora (…) por escritura privada de compraventa celebrado con el Señor (…), que se encuentra inscrito preventivamente en la entonces Dirección General del Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Estado de San Luis Potosí, bajo la inscripción número ********** a fojas ********** del tomo ********** “**********” de Escrituras Privadas a nombre de (…). 

De lo anterior, es dable establecer que la parte actora ejercita la acción de otorgamiento de título que se encuentra su fundamento en el artículo 27 del Código de Procedimientos Civiles (…).

…

En concreto, de estudio de las pruebas ofertadas por el actor (…) se arriba a la convicción de que adquirió el inmueble ubicado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de ********** (…). 
…

SÉPTIMO: Por otra parte, y por lo que respecta a la DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO, no ha lugar a conceder lo reclamado en la demanda, lo anterior es así, en razón de que la Autoridad Administrativa en comento, en uso de sus facultades podrá decidir sobre las citadas prestaciones, esto con apego a las comunicaciones que el Fedatario Público haga a dichas dependencias, una vez que se realice la escrituración ordenada en el presente fallo, siempre y cuando se reúnan los requisitos exigidos por los ordenamientos legales respectivos, contenidos en la Ley del Instituto Registral y Catastral del Estado.

…

SEXTO: Por que respecta a la DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO, no se concede lo reclamado en la demanda, lo anterior es así, por los razonamientos precisados en la presente resolución.

(…)”
De la transcripción anterior, se desprende que en la sentencia firme del índice del Juzgado ********** del Ramo Civil en comento, se dilucidó en lo que interesa, lo siguiente: 

1) El inmueble materia de la acción de otorgamiento de título en cuestión, consiste en el localizado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de **********, el cual forma parte de un inmueble mayor de **********, mismo que se encuentra inscrito preventivamente en la entonces Dirección General del Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Estado de San Luis Potosí, bajo la inscripción número ********** a fojas ********** del tomo ********** “**********” de Escrituras Privadas a nombre de **********; y 

2) Con relación a la prestación demandada consistente en el “tiraje de la Escritura Pública correspondiente y se le abra partida y su inscripción en el Registro Público de la Propiedad y/o Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí por el Notario Público que se designe por el actor”, la misma se desestimó en dicho juicio, dejando con plenitud de competencia a la autoridad registral de mérito, para que en uso de sus facultades pueda decidir sobre las citadas prestaciones, ello con apego a las comunicaciones que el Fedatario Público haga a dicha dependencia, una vez que se realizara la escrituración ordenada en dicho fallo, siempre y cuando se reúnan los requisitos exigidos por los ordenamientos legales respectivos, contenidos en la Ley del Instituto Registral y Catastral del Estado.

Una vez precisado lo anterior, la causa de pedir del actor que se desprende del escrito de demanda, consistente en que la autoridad demandada violó el “principio de congruencia” al no ser la respuesta de mérito acorde a su petición, pues aduce que solicitó la inscripción en el Padrón Municipal del bien inmueble de mérito, no el otorgamiento de licencia o autorización para fraccionar, subdividir, relotificar o fusionar un bien inmueble y, que por ello, incluso, no resultan aplicables los artículos 100 y 118, fracción III, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo que sostiene jamás promovió trámite de subdivisión alguna sino de matriculación en el catastro, por ende, tampoco requiere del permiso y pagos a los que alude la autoridad demandada; a consideración de esta Juzgadora es infundada.

Lo anterior, pues conforme a lo anteriormente expuesto, se colige que el efecto condenatorio de la referida sentencia que resuelve la acción de otorgamiento de título ejercida en la vía extraordinaria civil en comento -la escrituración correspondiente-, consistente en que la entonces codemandada **********, otorgara el título legal ante notario público, respecto del inmueble localizado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de **********. Lo que lleva implícito para efectos catastrales, la acción de desprender dicha superficie adquirida por el hoy demandante mediante la compraventa privada con la citada codemandada de la superficie primordial de **********, relativa al inmueble inscrito preventivamente en la entonces Dirección General del Registro Público de la Propiedad y el Comercio del Estado de San Luis Potosí, bajo la inscripción número ********** a fojas ********** del tomo ********** “**********” de Escrituras Privadas a nombre de **********, lo que implica la subdivisión de dicho predio (**********).

En efecto, pues no debe soslayarse lo dispuesto en los artículos 157, fracción II y 201 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, que disponen que la Subdivisión de Predios constituye: “el acto mediante el cual, previa autorización se divide el predio en dos o más lotes, siempre y cuando éstos queden con acceso por una o más vías públicas existentes”, aunado a lo previsto en el artículo 4°, fracción VII de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, donde se define que la Clave Catastral única de identificación de predio constituye: “..la numérica que identifica al predio, integrada por: estado, región catastral, municipio, zona catastral, localidad, sector catastral, manzana, y predio determinado; y tratándose de condominios: edificio y unidad”; de ahí que al acreditar el hoy actor en aquél juicio del orden civil, la adquisición de la multicitada superficie de **********, correspondiente al inmueble con una superficie primordial de **********, es inconcuso que para efectos de empadronamiento catastral a favor del impetrante, se requiere previamente la subdivisión de éste último predio en los dos lotes correspondientes, para efecto de la asignación de la clave catastral respectiva.
Razón por la cual, la autoridad demandada en el acto impugnado, contrario a lo manifestado por el actor, sí dio respuesta congruente a su petición, pues al analizar la circunstancia antes apuntada, consideró válidamente a fin de atender la cuestión planteada (La inscripción del multicitado inmueble en el Padrón Catastral Municipal), que se trataba de un trámite de alta de las claves catastrales por subdivisión, sin que se advierta por parte del actor, prueba en contrario; por lo que al no haber previamente satisfecho determinados requisitos que consideró se debían cumplir para tal efecto, determinó la improcedencia de su petición
Cuanto más de las propias documentales exhibidas por el propio actor –visibles en autos a folios 012 al 014-, se desprende que el multicitado predio cuya superficie primordial es de **********, respecto del cual demandó el otorgamiento de la escritura correspondiente a un área de **********, se encuentra registrado a favor de la entonces codemandada (**********) con la clave catastral número **********. Por lo que es inconcuso como lo advirtió la autoridad demandada, la necesidad de la subdivisión de dicho predio en los lotes respectivos, para el otorgamiento de la clave catastral relativa del área adquirida por el hoy demandante, conforme a lo establecido en el artículo 100 y 118, fracción III, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, mismos que en lo sustancial disponen que, para el otorgamiento de la autorización para subdividir un bien inmueble, la autoridad municipal requerirá del solicitante la certificación de valor y registro catastral del inmueble respectivo; asimismo que la valuación catastral de inmuebles (Artículo 4°, fracción II “AVALÚO CATASTRAL: el valor que se establece en la certificación que expidan inmediatamente las autoridades catastrales, de conformidad con la base gravable del impuesto predial del ejercicio fiscal correspondiente” de la citada Ley), se llevará a cabo, entre otros supuestos, en el caso de que el terreno sea materia de fraccionamiento o subdivisión; de ahí que no le asiste la razón al demandante, pues contrario a su afirmación que se analiza, además de que existe congruencia entre la respuesta y la solicitud de trato, también resultan aplicables los referido preceptos que citó la autoridad en el acto combatido a las razones que lo sustentan, razón por la cual incluso la autoridad consideró, que la resolución en cita no la exentaba, entre otros, del pago por derechos que conlleva la referida expedición de la licencia de subdivisión, así como por los trámites complementarios y, que a manera de ejemplo, le señaló el relativo al avalúo correspondiente y el alta de las claves catastrales conforme a la licencia que se emita.

De esa guisa, contrario a lo manifestado por el actor, la autoridad resolvió en forma congruente a la solicitud formulada, además de que no existía obligación de resolver en determinado sentido, esto es, la referida petición no sujetaba a la autoridad a que proveyera de conformidad a lo solicitado por el hoy demandante, sino que estaba en libertad de resolver de conformidad con los ordenamientos que resultaran aplicables al caso.

Sirven de apoyo a lo anterior, por analogía, las tesis cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes: 
Registro digital: 171484

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: XV.3o.38 A

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Septiembre de 2007, página 2519

Tipo: Aislada

“DERECHO DE PETICIÓN. LA AUTORIDAD SÓLO ESTÁ OBLIGADA A DAR RESPUESTA POR ESCRITO Y EN BREVE TÉRMINO AL GOBERNADO, PERO NO A RESOLVER EN DETERMINADO SENTIDO. La interpretación del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite sostener que a toda petición escrita de los gobernados a una autoridad, debe recaer una respuesta por escrito y en breve término, a fin de evitar que ignoren la situación legal que guarda aquélla; empero, el derecho de petición no constriñe a la autoridad a resolver en determinado sentido, sino sólo a dar contestación por escrito y en breve término al peticionario.”
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 458/2006. Roberto Solórzano Peralta. 8 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Molina Torres. Secretaria: Rosa Isela Pedroza Navarro.

Registro digital: 162603

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: XXI.1o.P.A. J/27

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Marzo de 2011, página 2167

Tipo: Jurisprudencia

“DERECHO DE PETICIÓN. SUS ELEMENTOS. El denominado "derecho de petición", acorde con los criterios de los tribunales del Poder Judicial de la Federación, es la garantía individual consagrada en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en función de la cual cualquier gobernado que presente una petición ante una autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta. Así, su ejercicio por el particular y la correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta, se caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y recabarse la constancia de que fue entregada; además de que el peticionario ha de proporcionar el domicilio para recibir la respuesta. B. La respuesta: la autoridad debe emitir un acuerdo en breve término, entendiéndose por éste el que racionalmente se requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser congruente con la petición y la autoridad debe notificar el acuerdo recaído a la petición en forma personal al gobernado en el domicilio que señaló para tales efectos, sin que exista obligación de resolver en determinado sentido, esto es, el ejercicio del derecho de petición no constriñe a la autoridad ante quien se formuló, a que provea de conformidad lo solicitado por el promovente, sino que está en libertad de resolver de conformidad con los ordenamientos que resulten aplicables al caso, y la respuesta o trámite que se dé a la petición debe ser comunicada precisamente por la autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra diversa.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.

(Énfasis añadido)

Máxime la autoridad demandada citó, entre otros, como fundamento en el acto impugnado, los artículos 51, 52 y 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, que disponen lo siguiente:

“ARTICULO 51. Los ayuntamientos del Estado podrán cobrar derechos por los servicios que presten, por la expedición de licencias, permisos o registros, o por permitir el uso o aprovechamiento de bienes de dominio público, siempre y cuando no estén impedidos para ello por alguna otra disposición legal. Los municipios incluirán en su iniciativa de Ley de Ingresos que sometan anualmente a la aprobación de la Legislatura estatal, las tarifas que correspondan a los derechos por los servicios que presten, las cuales estarán en proporción directa con el costo que para el Ayuntamiento tengan los mismos. 

ARTICULO 52. Son sujetos de pago de derechos las personas físicas o morales, y las unidades económicas que soliciten o hagan uso de cualquiera de los servicios que preste directa o indirectamente la autoridad municipal, de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables. 

ARTICULO 53. Los derechos deberán pagarse previamente a la prestación del servicio, expedición de la licencia, permiso, registro o aprovechamiento de bienes de dominio público de que se trate, salvo disposición expresa que establezca otra fecha de pago.”
De cuyo contenido, se advierte que los ayuntamientos del Estado podrán cobrar derechos por los servicios que presten, por la expedición de licencias, permisos o registros, o por permitir el uso o aprovechamiento de bienes de dominio público; asimismo, siendo sujetos del referido pago de derechos, entre otros, las personas físicas que soliciten o hagan uso de cualquiera de los servicios que preste directa o indirectamente la autoridad municipal; y que los derechos deberán pagarse previamente a la prestación del servicio, expedición de la licencia, permiso, registro o aprovechamiento de bienes de dominio público de que se trate.
De lo anterior se colige, no solo la facultad de los ayuntamientos del Estado para cobrar derechos, entre otros, por la expedición de licencias, permisos o registros, sino además la correlativa obligación consistente en el pago de dichos derechos por parte de las personas físicas que soliciten la expedición de tales actos, el cual deberán realizar previamente a dicha solicitud de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables. 

Por otro lado, en cuanto a la manifestación del actor en el sentido de que la autoridad demandada no le expreso “cuál es el monto ni la extensión de tiempo del impuesto” a cargo del hoy actor, tal manifestación a consideración de esta Juzgadora es inoperante, pues además de que la autoridad demandada le señaló que dicho impuesto predial tenía que liquidarse ante la Tesorería del H. Ayuntamiento del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, por lo que es claro que no es ante la enjuiciada que se debe realizar dicho entero, el impetrante soslaya que, de conformidad con el párrafo segundo de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los artículos 16, 17, 19 y 20 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí, en relación con los diversos 4°, fracción XXXVI y 113 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el impuesto predial es concebido como un impuesto de naturaleza real cuya base de cálculo debe ser el valor unitario de los predios y de las construcciones adheridas a éstos, el cual tiene como sujeto del impuesto a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados dentro de la jurisdicción de los municipios del Estado, independientemente del nombre que se les dé o carácter con que actúen; mismo que será anual y su pago deberá hacerse por bimestres adelantados, dentro de los primeros quince días de cada bimestre, en el lugar que al efecto señalen las autoridades fiscales.

De donde se colige que, la obligación tributaria aludida de pago nace por disposición de la ley y no por voluntad de autoridad alguna, asimismo corresponde originalmente al propio particular determinar el alcance de la referida obligación contributiva, pues, incluso, así lo dispone el párrafo tercero del artículo 8° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, al señalar que: “Salvo disposición en contrario, corresponde a los contribuyentes la determinación y cuantificación de las contribuciones...”; de ahí que de igual manera, no le asista la razón al demandante al pretender que sea la autoridad administrativa demandada quien determine la contribución en cuestión, es decir, le señale “el monto” o “la extensión de tiempo” del referido tributo y menos aún, es la autoridad ante quien se debe enterar la misma, por ende, ésta última no tenía la obligación de establecer en el acto a debate la determinación de la multicitada contribución, pues es inconcuso que al mencionar el referido tributo, lo hizo únicamente para señalar al hoy actor uno de los requisitos que a su consideración debía cumplimentar previo al trámite solicitado. En consecuencia, será el propio actor o en su caso, el tesorero municipal que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13, fracción XV (Determinar las contribuciones sujetas a convenios con el Gobierno Estatal) del Reglamento Interno de la Administración Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien dentro de sus facultades realice la determinación correspondiente a cargo del sujeto obligado de la contribución en cuestión.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 1a./J. 11/2012 (9a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Registro digital: 160032

Instancia: Primera Sala

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 1a./J. 11/2012 (9a.)

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro X, Julio de 2012, Tomo 1, página 478

Tipo: Jurisprudencia

“OBLIGACIONES FISCALES. LA AUTODETERMINACIÓN DE LAS CONTRIBUCIONES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 6o. DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO CONSTITUYE UN DERECHO, SINO UNA MODALIDAD PARA EL CUMPLIMIENTO DE AQUÉLLAS A CARGO DEL CONTRIBUYENTE. El citado precepto dispone que corresponde a los contribuyentes determinar las contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario. Consecuentemente, en el causante recae la obligación de determinar, en cantidad líquida, las contribuciones a enterar, mediante operaciones matemáticas encaminadas a fijar su importe exacto a través de la aplicación de las tasas tributarias establecidas en la ley. La autodeterminación de las contribuciones parte de un principio de buena fe, el cual permite al contribuyente declarar voluntariamente el monto de sus obligaciones tributarias. Ahora bien, la interpretación del artículo 6o. del Código Fiscal de la Federación pone de relieve que la referida autodeterminación no constituye un reflejo de algún principio constitucional, esto es, no se trata de un derecho a favor del contribuyente, sino de una modalidad relativa al cumplimiento de sus obligaciones fiscales, cuya atención supervisa la autoridad fiscal, como lo acredita la existencia de las facultades de comprobación en materia tributaria.”

Tesis de jurisprudencia 11/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de junio de dos mil doce.

(Énfasis añadido)

Asimismo, en cuanto a la simple manifestación del actor donde señala que “…sin que dicha operación de compraventa requiera de contar con permiso por parte de la autoridad municipal como refiere la autoridad demandada.”, a consideración de esta Juzgadora es inoperante.

Lo anterior, pues el actor parte de una premisa falsa al afirmar que en el acto impugnado, la autoridad demandada le impone para la “operación de compraventa” contar con un “permiso por parte de la autoridad municipal”; sin embargo, contrario a ello en dicho acto lo que realmente la autoridad resuelve, es que previo a ingresar el trámite respectivo el hoy actor debe solicitar un “permiso en materia de desarrollo urbano” y realizar el pago de derechos precisamente con relación a dicho permiso. De ahí que su simple manifestación dirigida a cuestionar dicha determinación, en el sentido de que la autoridad le requirió para que contara con el permiso para la “operación de compraventa”, sea inoperante, ya que a ningún fin práctico conduciría el análisis y calificación de dicha aserción, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión es ineficaz.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2001825 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) 

Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

Máxime, el actor pierde de vista que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7°, fracción I, inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, los “derechos” son “las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público”, como lo es, precisamente la expedición de permisos y licencias.
Por otro lado, en cuanto a las manifestaciones del actor en el sentido de que:

“…en el juicio a que hace alusión en su resolución la autoridad demandada, al comparecer ésta a contestar la demanda jamás señaló que existiera alguna división o que estuvieran pendiente el pago de dichos derechos, impuestos o contribuciones…”
“…sin que el Ayuntamiento al contestar la demanda haya opuesto como excepción o reconvenido la existencia de alguna subdivisión o el pago de impuestos y derechos generados por dicha subdivisión a los que alude en la resolución cuya nulidad se solicita, sobre todo que en ésta no señala la autoridad demandad(sic) cuándo y cómo aconteció, a efecto de determinar si esta existió y computar el plazo de prescripción negativa correspondiente.”
“La circunstancia de que las leyes sean de orden público no implica que éstas puedan aplicarse arbitrariamente, sino que para ello se requiere que se actualicen las hipótesis normativas previstas en las mismas, lo que no ocurre en la especie; y contrario a lo que sostiene la autoridad responsable, si en el juicio de referencia la autoridad no hizo valer las excepciones y defensas que tenía para oponerse a la inscripción del inmueble de mi propiedad en el registro catastral, ha precluido su derecho para hacerlo, por mandato del Artículo 17 de la Constitución Federal.

Cabe precisar que, si la codemandada en el aludido juicio extraordinario civil y vendedora del actual inmueble de mi propiedad, adeuda el pago de derechos e impuestos sobre los bienes inmuebles de su propiedad ubicados dentro de la jurisdicción del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., es algo que no puede perjudicar al suscrito, pues quien tiene la obligación de su pago es esa persona y no el suscrito, por lo que no tengo por qué pagar deudas ajenas.”
De lo anteriormente expuesto, se desprende la inoperancia de lo manifestado por la parte actora, ya que si bien es cierto para el estudio de los agravios basta con expresar la causa de pedir, ello no implica que el impetrante se límite a realizar meras afirmaciones sin fundamento, y menos aún como en el presente caso, que los mismos sean ambiguos o superficiales, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado; por ende, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse a las razones decisorias o argumentos que sustentan el mérito de la decisión, contenida en el oficio número ********** de **********—anteriormente reproducido-, pues las simples manifestaciones expuestas por el impetrante, no ataca jurídicamente los razonamientos que la autoridad demandada esgrimió para sostener el acto impugnado.

Tienen aplicación las Jurisprudencias Nos. I.4o.A. J/48 y 1a./J. 81/2002, sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXV y XVI; Enero de 2007 y Diciembre de 2002; Páginas 2121 y 61, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.”

”CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO. El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que para que proceda el estudio de los conceptos de violación o de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de pedir, obedece a la necesidad de precisar que aquéllos no necesariamente deben plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos legales de suplencia de la queja) exponer razonadamente el porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren. Lo anterior se corrobora con el criterio sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan inoperantes aquellos argumentos que no atacan los fundamentos del acto o resolución que con ellos pretende combatirse.”
Asimismo, tiene aplicación las Jurisprudencias Nos. 480 y IV.3o.A. J/4, sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava y Novena Épocas, Tomos VI y XXI, Páginas 417 y 1138; las cuales dicen.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. REGLAS PARA DETERMINARLOS.- Existen dos casos en los cuales deben declararse inoperantes los conceptos de violación hechos valer en una demanda de amparo directo, promovida en contra de una sentencia definitiva, laudo o resolución que haya puesto fin al juicio, dictada por los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo: el primero de ellos se presenta cuando los argumentos que integran los conceptos de violación no se enderezan a atacar ninguno de los fundamentos del fallo reclamado, por lo que resulta obvia la inoperancia de los mismos; el segundo, cuando en los conceptos solamente se atacan algunos de los argumentos que rigen el acto materia de amparo, pero se dejan firmes otros, siendo inútil el estudio de los conceptos propuestos en la demanda de garantías, ya que aun y cuando resultaran fundados, dada la naturaleza del acto reclamado, sería imposible conceder el amparo y protección de la Justicia Federal, para revocar el sentido de la resolución impugnada. Debe hacerse la aclaración de que si dentro de los conceptos propuestos existiere alguno de carácter formal, como pudiera ser la falta de estudio de algunos puntos de la litis, sí es posible conceder el amparo para efectos de subsanar la violación formal de que se trate ya que este tipo de conceptos aun y cuando no se dirigen a los argumentos sustentadores del fallo, hacen notar vicios formales de la resolución reclamada.”

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. RESULTAN INOPERANTES POR INSUFICIENTES SI NO ATACAN TODOS LOS ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN EL SENTIDO DE LA SENTENCIA COMBATIDA. Resultan inoperantes los conceptos de violación expuestos en la demanda de amparo directo que no controvierten todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución combatida en el juicio constitucional. De ahí que los conceptos de violación resulten inoperantes por insuficientes, pues aun de resultar fundados no podrían conducir a conceder la protección constitucional solicitada.”

Cuanto más las simples manifestaciones del demandante, además de ser ambiguas y superficiales no van dirigidos a cuestionar el mérito de la decisión efectivamente determinada en el acto impugnado, por lo que no pueden incidir en la legalidad del mismo, en consecuencia, dichas manifestaciones, se reitera, devienen inoperantes.
Tienen aplicación, por analogía, las Jurisprudencias Nos. I.6o.C. J/15, IV.3o.C. J/1 y V.2o. J/1, sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XII, XXI y I; Julio 2000, Junio 2005 y Abril 1995; Páginas 621, 655 y 70, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SON AQUELLOS QUE ATACAN CONSIDERACIONES AJENAS A LA LITIS CONSTITUCIONAL. De la correcta interpretación sistemática de los artículos 76 bis, 77, 78, 158, 163 y 190 de la Ley de Amparo, en relación con el principio procesal de congruencia que debe observarse en toda resolución jurisdiccional, se advierte que la litis constitucional en el juicio de amparo directo se integra, por regla general, con la demanda de garantías y el informe justificado que rinda la autoridad responsable; por tanto, para que en la ejecutoria que emita el Tribunal Colegiado se observe tal principio, deberá acotar su decisión a lo que constituya la materia de la litis en el juicio uniinstancial, esto es, deberá existir identidad jurídica entre lo resuelto por el tribunal y lo que es materia de la controversia en el juicio de amparo, entendida ésta como las cuestiones de hecho y de derecho que se deben ponderar para decidir si el acto reclamado resulta o no violatorio de garantías constitucionales; en esa virtud, si el juicio de garantías se admite respecto de una sentencia definitiva pronunciada en segunda instancia y el quejoso en la demanda de amparo formula conceptos de violación dirigidos a combatir el fallo de primer grado, procede calificarlos de inoperantes por no cuestionar las consideraciones que invoque el tribunal ad quem para emitir aquélla, pues de no interpretarse así, se llegaría al absurdo de que el órgano jurisdiccional federal se pronunciara sobre cuestiones que no formen parte de la contienda constitucional, lo que indefectiblemente traería como consecuencia que se pronuncie una sentencia violatoria del citado principio.”

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES. Son aquellos en que no se atacan jurídicamente los razonamientos que la responsable esgrimió para fundar la resolución reclamada, por lo que el tribunal de amparo no está en aptitud de estudiar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha resolución, pues de hacerlo, supliría la deficiencia de la queja, cuando no está autorizada tal suplencia por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo.”

No obstante lo anterior, como se adelantó en el preámbulo del presente considerando, le asiste parcialmente la razón al actor, al hacer valer la insuficiente fundamentación y motivación en cuanto a que en el acto impugnado no se expresan con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración.

Ello pues si bien, la autoridad demandada señaló que en virtud a lo manifestado en el juicio********** del índice del Juzgado ********** del Ramo Civil con sede en esta capital, debe desprenderse de la superficie primordial de ********** un área de **********, lo que implica una subdivisión y, por ello, en su momento, la obligación de pago por concepto de derechos para la expedición de la referida licencia de subdivisión, así como por los “trámites complementarios”, como lo son por ejemplo, el avalúo que debe otorgarse por dicha autoridad catastral y el alta de las claves catastrales conforme a la licencia que emita.
También cierto lo es, que le asiste sustancialmente la razón al actor en cuanto a que la autoridad demandada no señala “…las causas, motivos, razones o circunstancias por las cuales el suscrito debe cubrir los impuestos del total de la superficie registrada que se generaron a cargo de quien aparece como propietario de dicha extensión y no del suscrito ni el ordenamiento y precepto legal que así lo establezca.”, es decir, dicha autoridad fue omisa en expresar con precisión las razones o motivos por los cuales consideró que el ahora demandante a efecto de realizar el registro del inmueble que describe en su pedimento, debe cubrir el impuesto correspondiente a la totalidad de la superficie registrada (liquidación del impuesto predial que representa la totalidad del predio), así como el ordenamiento o precepto legal que así lo establezca. De igual manera, no señala “…el monto y cuándo se generaron dichos derechos…” que conlleva la expedición de la licencia de subdivisión y los "trámites complementarios" a los que se alude a manera de ejemplo en el acto combatido (avalúo y alta de las claves catastrales conforme a la licencia que se emita), lo que evidencia la insuficiente motivación y fundamentación alegada, y que se traduce además en la omisión por parte de la autoridad de establecer con precisión el procedimiento que al efecto debe realizar el hoy actor ante dicha autoridad catastral para formalizar el trámite solicitado, de tal forma que su actuación generó un escenario de incertidumbre jurídica en el particular, al no dársele a conocer elementos de los que se desprendiera, en su caso, tales obligaciones a cargo del hoy actor señaladas en el acto de autoridad, que si bien como ya se dijo respecto al impuesto predial no corresponde a dicha autoridad demandada la determinación y cobro del mismo, también cierto lo es, que el acto de autoridad por certeza y seguridad jurídica para el gobernado, debe cumplir con el requisito de motivación y fundamentación legal, aun cuando en lo sustancial no trascienda al mérito de la decisión, al ser un elemento considerado para la respuesta recaída a la petición, por lo que contraviene lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues conforme a la jurisprudencia del Alto Tribunal de la Nación, los actos de autoridad se encuentran debidamente motivados cuando en ellos se señalan con precisión las circunstancias especiales, las razones particulares, o las causas inmediatas que al tomarse en consideración para emitir el acto, se adecuan a las hipótesis normativas que le sirvan de fundamento y al no satisfacerse en la especie dichos requisitos; en consecuencia, se actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II del propio Código.
Sin que sea óbice destacar el hecho de que la autoridad manifestó que: “…en juicio no se reclamó prestación alguna que soportara el pago de las contribuciones municipales devengadas por la subdivisión y enajenación del resto que se desprende ante el padrón catastral por parte de la vendedora, lo que tampoco se alude en la sentencia.”, pues dicha referencia no hace las veces de motivación suficiente, ya que no existen argumentos o razones que justifiquen la emisión del acto autoritario en los términos antes apuntados, es decir, los motivos y fundamentos de la obligación del hoy actor de cubrir el importe del impuesto predial correspondiente a la totalidad de la superficie registrada de mérito, así como, en su caso, el pago de derechos correspondientes por los trámites a que haya lugar ante dicha autoridad; y tampoco los particulares tienen la carga de adivinar cómo es que las autoridades administrativas llegan a un resultado determinado.
Ahora bien, en términos de lo dispuesto en el artículo 252, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevé que cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.

Al respecto en el apartado denominado “PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN JUICIO” del escrito de demanda, se advierte que el impetrante demanda “La declaración de nulidad de la resolución definitiva emitida con fecha ********** (…), a efecto de que la autoridad demandada dicte nueva resolución acorde a lo peticionado por el suscrito y proceda a la inscripción del inmueble de mi propiedad en el Padrón Catastral Municipal.”, para lo cual aduce en el diverso apartado de “CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN”, lo siguiente:

“La autoridad demandada no tomó en cuenta lo dispuesto por los artículos 94, 95 y 96 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que establecen:

(Se transcriben)

El artículo 94 transcrito, en su párrafo primero, sólo exige exhibir el título de propiedad correspondiente y señalar las características físicas de ubicación para ser inscritos en el Padrón Catastral Municipal, con lo cual cumplió el suscrito, pues inclusive se exhibió la resolución judicial firme correspondiente del inmueble; en tanto el artículo 95 establece que al inscribirse un inmueble en el aludido Padrón, se le asignará una Clave Catastral Única de Identificación de Predio; y por su parte el artículo 96 señala que la solicitud debe ser presentada por el propietario, anexando copia del título de propiedad, con lo que también se cumplió; por lo que no existe impedimento legal alguno para proceder a la inscripción solicitada, comprometiéndome a cubrir el pago de derechos y elaboración de planos que se generen, siempre y cuando corresponda a mi inmueble y no a inmuebles ajenos o a una extensión mayor a la que en realidad tiene, así como al pago de impuestos que se hayan generado a partir de la fecha de que soy propietario del inmueble, previa cuantificación por parte de la autoridad municipal, lo cual no a(sic) ocurrido a la fecha, por lo que no estoy obligado a lo imposible.

En estas condiciones, del análisis al material probatorio, se concluye que la resolución que se reclama, es ineficaz, porque no cumple con los requisitos de fundamentación y motivación, por lo que debe declararse su nulidad lisa y llana, para el efecto de que la demandada dicte nueva resolución acorde a lo peticionado por el suscrito y proceda a la inscripción del inmueble de mi propiedad en el Padrón Catastral Municipal.”

(Énfasis añadido)
De la causa de pedir del hoy actor, se colige su pretensión en el juicio consiste en que se declare la nulidad del acto debatido y en consecuencia, se condene a la autoridad para que emita otro en el que realice la inscripción del inmueble de mérito en el Padrón Catastral Municipal, descansando su derecho subjetivo en la afirmación que conforme a lo dispuesto por los artículos 94, 95 y 96 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, ha satisfecho los requisitos legales para tal efecto, en particular, porque exhibió ante la autoridad demandada el “título de propiedad” correspondiente, por lo que a su consideración, no existe impedimento legal para resolver favorablemente su petición.
De esa guisa el impetrante descansa su exigencia, afirmando que cuenta con el “título de propiedad” a que aluden los artículos 94, 95 y 96 de la Ley de la materia, pues exhibió para tal efecto la “resolución judicial firme correspondiente del inmueble”. Preceptos legales que establecen:
“ARTÍCULO 94. Los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio de los municipios, serán inscritos en el Padrón Catastral Municipal respectivo, señalando las características físicas de ubicación, previa verificación del título de propiedad o certificado de posesión agraria, en los formatos que para tal efecto proporcionen las autoridades catastrales municipales. 

La modificación a cualquiera de las características de los bienes inmuebles, deberá anotarse en el propio padrón catastral municipal para su actualización. 

Queda prohibido a la autoridad municipal realizar modificaciones al Padrón Catastral Municipal, salvo que se demuestre de manera fehaciente la inscripción registral, o la resolución judicial firme correspondiente del inmueble de que se trate.”

“ARTÍCULO 95. Al inscribir un inmueble en el Padrón Catastral Municipal, se le asignará a cada predio según le corresponda, una Clave Catastral Única de Identificación de Predio, el uso del suelo, propietario o poseedor de régimen ejidal, así como sus características cualitativas y cuantitativas que le correspondan, en los términos de los planes de desarrollo urbano aprobados. 

Cuando se solicite una inscripción en la que las autoridades catastrales detecten que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, deberá emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga.” 

“ARTÍCULO 96. La inscripción o actualización en el Padrón Catastral Municipal deberá ser solicitada por los propietarios o poseedores de régimen ejidal, en los formatos que para tal efecto establezcan las autoridades catastrales municipales, anexando copia certificada del título de propiedad o certificado de posesión, así como los requisitos que establezca el Reglamento, integrándose un expediente por cada Clave Catastral Única, en el que se archivarán entre otros documentos, el plano original del inmueble, detallando las características y su ubicación para facilitar su localización cartográfica. 

La elaboración del plano a que se refiere el párrafo anterior será a cargo del propietario, y deberá ser validado catastralmente por la Dirección de Catastro Municipal. Cuando se trate de predios rústicos que se encuentren ubicados en zonas de alta marginación, el Instituto solicitará el apoyo de la autoridad agraria competente, para la elaboración de dicho plano. 

Cuando los propietarios o poseedores de régimen ejidal de bienes inmuebles no presenten dentro de los treinta días siguientes a la recepción del título la manifestación respectiva, las autoridades catastrales municipales procederán de oficio a realizar la inscripción o actualización de que se trata, sin perjuicio de aplicar las sanciones que correspondan.”
De los preceptos trasuntos, en lo que interesa, se dispone que los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio de los municipios, serán inscritos en el Padrón Catastral Municipal respectivo, señalando las características físicas de ubicación, previa verificación del título de propiedad o certificado de posesión agraria, en los formatos que para tal efecto proporcionen las autoridades catastrales municipales; asimismo, al inscribir un inmueble en el Padrón Catastral Municipal, se le asignará a cada predio según le corresponda, una Clave Catastral Única de Identificación de Predio, el uso del suelo, propietario o poseedor de régimen ejidal, así como sus características cualitativas y cuantitativas que le correspondan, en los términos de los planes de desarrollo urbano aprobados; y la inscripción o actualización en el Padrón Catastral Municipal deberá ser solicitada por los propietarios o poseedores de régimen ejidal, en los formatos que para tal efecto establezcan las autoridades catastrales municipales, anexando copia certificada del título de propiedad o certificado de posesión, así como los requisitos que establezca el Reglamento, integrándose un expediente por cada Clave Catastral Única, en el que se archivarán entre otros documentos, el plano original del inmueble, detallando las características y su ubicación para facilitar su localización cartográfica.

A fin de determinar la natura jurídica del citado “título de propiedad” a que aluden los citados preceptos legales en los que descasa su pretensión el hoy actor, es menester conocer lo dispuesto en los artículos 2147, 2148 y 2151 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí del tenor siguiente: 
“ART. 2147.- El contrato de compraventa no requiere para su validez formalidad alguna especial, sino cuando recae sobre un inmueble. 
Las escrituras públicas que contengan un contrato de compraventa, requieren para su validez formal el certificado previo de gravámenes o libertad de ellos, del inmueble materia del contrato.
ART. 2148.- El contrato de compraventa de bienes inmuebles, requiere para su validez, que el mismo sea otorgado en escritura pública.

…

ART. 2151.- La venta de bienes raíces no producirá efectos contra tercero sino después de registrada en los términos prescritos en este Código.”
De los preceptos transcritos, se advierte que por razones de orden público, se exige que el contrato de compraventa que recae sobre un bien inmueble, requiere para su validez, que el mismo sea otorgado en escritura pública, incluso la venta de bienes raíces no producirá efectos contra tercero sino después de registrada en los términos prescritos en dicho Código.
Asimismo, se reitera, en la sentencia ejecutoriada dictada en el juicio********** del índice del Juzgado ********** del Ramo Civil con sede en esta capital, se determinó en lo sustancial, lo siguiente:
“De lo anterior, es dable establecer que la parte actora ejercita la acción de otorgamiento de título que se encuentra su fundamento en el artículo 27 del Código de Procedimientos Civiles (…).

…

(…) la existencia del contrato fundatorio, o sea la compraventa privada a que alude la parte actora en su demanda, y en virtud de lo que le fue transmitido el dominio del predio cuya titularidad demanda, ello derivado del pago de un precio cierto y en dinero, que ya efectúo, y es lo que precisamente, le confiere el derecho a demanda el título legal.”

…
En concreto, del estudio de las pruebas ofertadas por el actor (…) se arriba a la convicción de que adquirió el inmueble ubicado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de ********** (…). 
…

En consecuencia, se condena a la demandada (…); a otorgar al actor **********, el título legal ante notario público, respecto del inmueble ubicado (…)”
…

SÉPTIMO: Por otra parte, y por lo que respecta a la DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO, no ha lugar a conceder lo reclamado en la demanda, lo anterior es así, en razón de que la Autoridad Administrativa en comento, en uso de sus facultades podrá decidir sobre las citadas prestaciones, esto con apego a las comunicaciones que el Fedatario Público haga a dichas dependencias, una vez que se realice la escrituración ordenada en el presente fallo, siempre y cuando se reúnan los requisitos exigidos por los ordenamientos legales respectivos, contenidos en la Ley del Instituto Registral y Catastral del Estado.

(…)”
(Énfasis añadido)
De cuyo contenido, se advierte que en la referida sentencia ejecutoriada se le reconoció al hoy actor, que adquirió el inmueble materia de aquél juicio en la vía extraordinaria civil y, en consecuencia, se ordenó a la entonces codemandada **********, le otorgara el título legal ante notario público, respecto del inmueble localizado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de **********.
Asimismo, se reconoció la plena facultad de la autoridad registral para decidir sobre la inscripción en el registro público de la propiedad el citado inmueble materia de la acción de otorgamiento de título en comento, que encuentra su fundamento en el artículo 27 (El perjudicado por falta de título legal tiene acción para pedir que el obligado le extienda el documento correspondiente) del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; lo anterior, con apego a las comunicaciones que el Fedatario Público hiciera a dicha dependencia, una vez que se realizara la escrituración ordenada en dicho fallo, siempre y cuando se reunieran los requisitos exigidos por los ordenamientos legales respectivos, contenidos en la Ley del Instituto Registral y Catastral del Estado.
En ese tenor, se colige que el manifestado “título de propiedad” a que alude el actor se encuentra previsto en los artículo 94, 95 y 96 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, para que, entre otras cosas, acreditara la calidad de propietario del inmueble localizado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de ********** y, por ende, contara con la legitimación para solicitar su inscripción en el Padrón Catastral Municipal, es inconcuso que lo constituye en la especie, la expedición de la escritura pública ordenada en dicho fallo del orden civil que contenga el contrato de compraventa de mérito, es decir, el título legalmente expedido ante notario público correspondiente, siendo el instrumento idóneo al otorgar validez al referido acto traslativo de dominio, incluso a su vez dicha escritura pública para su validez formal, requiere el certificado previo de gravámenes o libertad de ellos respecto del inmueble materia del contrato, por ende, el documento que permitirá al hoy actor solicitar la pretendida inscripción en el Padrón Catastral Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, lo será la escritura pública que contenga el contrato de compraventa en cuestión.
Sin embargo, en autos no se advierte que dicho acto jurídico materia de la sentencia ejecutoriada de mérito (la compraventa privada), se encuentre con la formalidad legal ordenada en aquella resolución del orden común, por lo que en la especie, dicha sentencia no puede constituir el instrumento legal idóneo para que proceda la inscripción catastral del multicitado inmueble, como infundadamente pretende hacer valer el demandante; cuanto más no se desprende de dicha resolución, que se haya dado efectos vinculantes a la autoridad demandada para llevar a cabo el registro del inmueble de trato en el padrón catastral correspondiente y menos aún, sin que previamente se haya emitido la escrituración ordenada ante fedatario público, previo cumplimiento de los requisitos legales respectivos, contenidos en la Ley de la materia.

Máxime conforme a lo dispuesto en el artículo 208 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, únicamente podrán solicitar subdivisiones de terrenos, las personas físicas que acrediten ser legítimos propietarios de los inmuebles, objeto de la solicitud, y como ya se dilucidó en párrafos precedentes, en la especie, se requiere la constitución de la escritura pública correspondiente; aunado a lo dispuesto en los artículos 24 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; 98 y 120 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí del tenor siguiente:
LEY DE HACIENDA PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
“ARTICULO 24. Los notarios públicos o jueces de primera instancia que actúen por receptoría y, en general, todos los fedatarios públicos, deberán exigir, previamente al otorgamiento de cualquier instrumento público o certificación de firmas de uno de carácter privado cuyo objeto sean predios ubicados en el Estado, o derechos reales sobre ellos, la comprobación de estar al corriente en el pago de este impuesto.”
LEY DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL CATASTRO PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSI

“ARTÍCULO 98. Los notarios públicos, previamente a cualquier traslación de dominio o de derechos reales en que intervengan, deberán solicitar a los particulares los documentos siguientes, relativos a la identificación y condiciones administrativas de los predios: 

I. Avalúo elaborado por las autoridades catastrales, el cual tendrá una antigüedad máxima de seis meses a partir de su expedición; 

II. Comprobante de pago del impuesto predial expedido por la tesorería municipal, en correspondiente al año en que se autoricen las escrituras, actos o contratos, y 

III. En el caso de predios rústicos, un plano con la poligonal envolvente y su cuadro de construcción, el cual deberá presentarlo por duplicado, uno para el Instituto, y el segundo será archivado al apéndice del protocolo de los notarios.

“ARTÍCULO 120. Para la expedición de avalúos catastrales el solicitante deberá acreditar que se encuentra al corriente del pago del impuesto predial; en el caso de divisiones y fusiones además deberán exhibir el permiso expedido por autoridad competente.”
(Énfasis añadido)

De cuyo contenido se desprende que, los notarios públicos deberán exigir, previamente al otorgamiento de cualquier instrumento público cuyo objeto sean predios ubicados en el Estado, la comprobación de estar al corriente en el pago del impuesto predial; así como de forma específica, previamente a cualquier traslación de dominio en que intervengan, deberán solicitar a los particulares, entre otros, los documentos relativos a las condiciones administrativas de los predios, como son, el avalúo elaborado por las autoridades catastrales, así como el pago del impuesto predial expedido por la tesorería municipal, correspondiente al año en que se autoricen las escrituras, actos o contratos;  asimismo, para la expedición de los referidos avalúos catastrales, el solicitante deberá acreditar que se encuentra al corriente del pago del impuesto predial y, en el caso de divisiones, además deberá exhibir el permiso expedido por autoridad competente.
De donde se deduce que, contrario a lo argüido por el actor, el momento para “…llevar a cabo el pago de las contribuciones e impuestos correspondientes a la extensión de superficie de tierra que, me pertenece.”, no lo es a través del “registro del bien inmueble (…) en el Catastro Municipal”, ya que al respecto, sólo se requiere acreditar estar al corriente en el pago del impuesto predial y realizar el pago de derechos correspondiente al trámite solicitado ante dicha autoridad catastral, así como cumplir con los demás requisitos a que haya lugar. 
Cuanto más de conformidad con lo anteriormente analizado, es inconcuso que, también previó a la escrituración ante el notario público es que se debe acreditar dicha circunstancia (estar al corriente en el pago de impuesto predial), pues es precisamente dicho fedatario quien verificara que el inmueble previamente se encuentra libre de gravámenes y al corriente en el pago de contribuciones a que está afecto, como lo es el impuesto predial, además es a través de dicho acto de escrituración que, en su caso, se distribuirán los gastos de la operación entre las distintas partes. Por tanto, no le asiste la razón al actor en el sentido de que el acto impugnado es ilegal, porque la autoridad no tomó en cuenta que la solicitud de registro era con la intención de realizar el pago de las “contribuciones e impuestos” correspondientes a la “extensión de superficie” de mérito, puesto que dicho entero del impuesto predial debe realizarse por ministerio de ley y únicamente el solicitante debe acreditarlo como parte de los requisitos para realizar el trámite respectivo, sin que se prejuzgue sobre el sujeto obligado a realizar el entero de dicha contribución, pues en principio es la autoridad recaudadora competente la que debe determinar dicha contribución de conformidad con los ordenamientos normativos aplicables y con base en los asientos oficiales correspondientes, y en segundo lugar, esta Juzgadora no cuenta con elementos de convicción para advertir, en su caso, la voluntad de las partes en la multicitada compraventa privada que pudieron haber convenido de común acuerdo al respecto, ya que dicho acto jurídico traslativo de dominio se rige por el principio de voluntad de las partes.
En ese orden de ideas, es inconcuso que previó a la solicitud de inscripción del multicitado inmueble en el registro catastral correspondiente, se debe realizar la escrituración ordenada en dicho fallo ante fedatario público, cumpliendo con los requisitos exigidos por los ordenamientos legales respectivos que rigen la materia, lo cual en la especie, no se advierte haya acontecido; de ahí que no acredite el actor el derecho subjetivo a que se condene a la autoridad demandada realice el empadronamiento catastral del inmueble localizado en el punto conocido como “**********”, **********, con una superficie de ********** en cuestión.

En ese contexto, en virtud de que el acto impugnado, en este caso se emitió por la autoridad en respuesta a una petición del particular, en consecuencia, ante tal petición del administrado la autoridad debe emitir un acto dando respuesta puntual y oportuna a lo planteado por él, pues de no ser así afecta las defensas del particular, al dejar sin respuesta al mismo.

Ello cobra sentido, pues como se dilucidó en párrafos precedentes, en el acto impugnado contenido en el oficio ********** de **********, la autoridad demandada desechó la petición del hoy actor al determinar que previamente a dar trámite a la misma, debía realizar el pago del impuesto predial correspondiente a la totalidad de la superficie registrada (Liquidación del impuesto predial que representa la totalidad del predio con una superficie primordial de **********m2), así como los diversos pagos de derechos que conlleva la licencia de subdivisión y los trámites complementarios que a manera de ejemplo le insinuó (avalúo y alta de las claves catastrales conforme a la licencia que se emita), sin expresar con precisión las razones que le llevaron a dicha convicción, ni mucho menos refirió con exactitud los preceptos legales que así lo establezcan, de tal forma que su actuación generó un escenario de incertidumbre jurídica en el particular, al no dársele a conocer elementos de los que se desprendiera tal obligación; lo que implico que, menos aún se precisara el procedimiento administrativo que, en su caso, debe seguir el actor ante dicha autoridad catastral, así como los requisitos que con puntualidad debe cumplir para tal efecto. En consecuencia, dicho acto contraviene lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues conforme a la jurisprudencia del Alto Tribunal de la Nación, los actos de autoridad se encuentran debidamente motivados cuando en ellos se señalan con precisión las circunstancias especiales, las razones particulares, o las causas inmediatas que al tomarse en consideración para emitir el acto, se adecuan a las hipótesis normativas que le sirvan de fundamento, lo cual en la especie no sucedió; por lo que en el nuevo acto que emita la autoridad catastral demandada, de considerar que persisten tales obligaciones, como los referidos requisitos para la procedencia de lo peticionado, deberá subsanar dichas deficiencias de fundamentación y motivación advertidas, así como precisar el procedimiento y los requisitos puntuales que debe seguir ante dicha autoridad a efecto de que el particular tenga certeza del mérito de la decisión y, en su caso, pueda entablar una debida defensa. 
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis del tenor siguiente:

Registro digital: 195134

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a. CXXXV/98        

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Noviembre de 1998, página 55

Tipo: Aislada

SENTENCIA QUE AMPARA POR INCORRECTA MOTIVACIÓN. SUS EFECTOS CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA RESOLUCIÓN RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO, JUICIO O PETICIÓN DE CUALQUIER ESPECIE. Conforme a la jurisprudencia de este Alto Tribunal, los actos de autoridad se encuentran debidamente motivados cuando en ellos se señalan con precisión las circunstancias especiales, las razones particulares, o las causas inmediatas que al tomarse en consideración para emitir el acto, se adecuan a las hipótesis normativas que le sirvan de fundamento. De ahí que para el cabal cumplimiento del fallo protector que nulifica la resolución recaída a una petición de cualquier especie elevada ante una autoridad, debido a que en aquélla se adujeron en forma deficiente las situaciones o hechos que le sirven de sustento, por haberse realizado una interpretación errónea de las disposiciones legales aplicables, sin vincular a la autoridad responsable para resolver sobre el fondo de lo pedido en un determinado sentido, no bastará que dicha autoridad deje insubsistente el acto reclamado y dicte uno nuevo, sino que, para respetar el principio de cosa juzgada y la vinculación del fallo constitucional, será necesario que en el nuevo acto que emita se purguen los vicios de interpretación de la ley, en los términos que expresa o implícitamente se hayan señalado en la sentencia concesoria, con independencia de que para resolver sobre lo pretendido pueda ejercer, con plenitud de jurisdicción, el cúmulo de sus facultades legales.

Inconformidad 42/98. Gilberto Báez Lugo. 14 de agosto de 1998. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina.

(Énfasis añadido)

Lo anterior, sin soslayar que conforme a lo dispuesto en el artículo 183 del Código Procesal Administrativo para el Estado, si dicha autoridad demandada advierte que la petición es legalmente procedente, pero no reúne los requisitos necesarios siendo subsanables para efectos del trámite respectivo, deberá poner en conocimiento del peticionante dicha circunstancia, concediéndole el plazo legal para su cumplimiento y sólo posteriormente, resuelva conforme a derecho proceda.

Así las cosas, esta Primera Sala Unitaria con fundamento en lo dispuesto en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, concluye que resulta procedente declarar la NULIDAD de la resolución con número de oficio ********** de **********, que recayó al escrito presentado ante la autoridad demandada el **********, mediante el cual la parte actora solicitó la inscripción del inmueble ubicado en el punto conocido como "**********",**********, **********, con una superficie de **********m2, en el Padrón Catastral Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del propio Código Procesal Administrativo del Estado, toda vez que dicha resolución carece de la debida fundamentación y motivación legal, por los razonamientos anteriormente expuestos, lo que actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del mismo ordenamiento legal.

En este sentido, para EFECTOS del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, se ordena al Titular de la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, emita una nueva resolución para los efectos siguientes:

1) Deje insubsistente el acto declarado nulo;

2) Con plenitud de competencia, emita uno diverso observando los lineamientos del presente fallo; ello de manera fundada y motivada.
3) Se precisa que para la emisión del nuevo acto, deberá hacer especial mención del procedimiento que deberá seguir el actor para realizar el trámite solicitado de registro catastral (por subdivisión), justificando debidamente el mismo.

Lo anterior, sin que pase desapercibido para esta Primera Sala Unitaria, que el actor señaló como autoridad demandada a la “DIRECTORA DE CATASTRO DEL AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ.”, quien por manifestación expresa del compareciente Titular de la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, corresponde a la Titular de la Subdirección de Catastro Municipal, sin embargo, no debe soslayarse que en términos del artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, el cumplimiento de las sentencias es de orden público e interés general, por lo tanto, todas las autoridades que por su competencia o funciones deban intervenir en su ejecución, aunque no hayan tenido el carácter de demandadas en el juicio, estarán obligadas a su cumplimiento, tal como es el caso, del Titular de la Dirección de Desarrollo Urbano y Catastro del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien compareció como superior jerárquico de aquélla autoridad catastral, quien fue señalada como autoridad demandada.
Sirven de apoyo a lo anterior, en lo sustancial y por analogía, las tesis cuyos rubros, contenidos y datos de localización, son los siguientes:

Registro digital: 191752

Instancia: Primera Sala

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: 1a./J. 6/2000       

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Junio de 2000, página 50

Tipo: Jurisprudencia

“PETICIÓN, DERECHO DE. CUÁNDO SE CUMPLE CON LA GARANTÍA CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 8o. DE LA CARTA MAGNA. Si la protección federal se otorgó por violación a la garantía de petición consagrada en el artículo 8o. constitucional, para que las autoridades responsables dieran contestación congruente por escrito y en breve término a la solicitud formulada por el quejoso, tal exigencia se cumple cuando una de las autoridades responsables, director general de Recursos Humanos de la Procuraduría General de la República, subordinada a otra autoridad responsable, oficial mayor de la misma dependencia, da contestación a la solicitud por instrucciones de éste, aunque esta última autoridad no haya dado contestación, en tanto que se trata de autoridades de una misma dependencia y fundamentalmente lo que pretende la garantía constitucional invocada es la exigencia de dar contestación a la petición, toda vez que el precepto constitucional únicamente establece que el derecho de petición se cumpla en los términos antes especificados, por lo que la autoridad, independientemente de su cargo o jerarquía, tiene la obligación de contestar al peticionario y no dejarlo sin acuerdo alguno.”
Tesis de jurisprudencia 6/2000. Aprobada por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veinticuatro de mayo de dos mil, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente José de Jesús Gudiño Pelayo, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Registro digital: 2014889

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Constitucional

Tesis: III.2o.P.1 CS (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV, página 2831

Tipo: Aislada

“DERECHO DE PETICIÓN. SE VE SATISFECHO, AUN CUANDO UNA AUTORIDAD DISTINTA A LA QUE SE HIZO LA SOLICITUD, SEA LA QUE DA RESPUESTA DE MANERA CONGRUENTE A LO SOLICITADO, Y ORDENA SU NOTIFICACIÓN AL INTERESADO. En tratándose del derecho de petición previsto en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, éste se satisface, aun cuando es una autoridad, no señalada como responsable, y distinta a la que se le hizo la petición, la que da respuesta de manera congruente al escrito de que se trate y además ordena notificar su determinación al interesado, aunado a que la que dio contestación es la facultada conforme a sus atribuciones para atender lo solicitado, y no la autoridad ante quien se presentó la petición respectiva.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

(Énfasis añadido)
Por lo expuesto y con fundamento en el artículo 229, fracción IV, interpretado a contrario sensu, así como los diversos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó parcialmente su pretensión, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada, consistente en la resolución con número de oficio ********** de ********************, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo; y PARA LOS EFECTOS señalados en la parte final de esta resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
